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Concepto No. 4970


Bogotá, D.C., 03 de junio de 2010
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 19 (parcial) y 29 numeral 1 y parágrafo, de la Ley 1123 de 2007  o Código Disciplinario del Abogado. 


Actores: JULIA ELVIRA RAMIREZ MIRANDA Y OTRO
Magistrado Ponente: JORGE IVAN PALACIO PALACIO
Expediente No. D-8075 



Concepto No. 4970
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por  los ciudadanos JULIA ELVIRA RAMIREZ MIRANDA Y GUSTAVO ADOLFO CABALLERO MONTEJO. Los actores, en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Constitución Política, solicitan a la Corte que se declare la inexequibilidad de la palabra “públicas”, contenida en el artículo 19, y del numeral 1º y parágrafo del artículo 29 de la Ley 1123 o Código Disciplinario del Abogado. A continuación se transcribe el contenido de los preceptos señalados resaltando el fragmento efectivamente impugnado. 

LEY 1123 DE 2007
(enero 22)

Diario Oficial No. 46.519 de 22 de enero de 2007

<NOTA: Entra a regir cuatro (4) meses después de su promulgación>

 

CONGRESO DE COLOMBIA
 

Por la cual se establece el Código Disciplinario del Abogado.

 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA
 

DECRETA:
TITULO II. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

CAPITULO III. 

SUJETOS DISCIPLINABLES. 

ARTÍCULO 19. DESTINATARIOS. Son destinatarios de este código los abogados en ejercicio de su profesión que cumplan con la misión de asesorar, patrocinar y asistir a las personas naturales o jurídicas, tanto de derecho privado como de derecho público, en la ordenación y desenvolvimiento de sus relaciones jurídicas así se encuentren excluidos o suspendidos del ejercicio de la profesión y quienes actúen con licencia provisional.

Se entienden cobijados bajo este régimen los abogados que desempeñen funciones públicas relacionadas con dicho ejercicio, así como los curadores ad litem. Igualmente, lo serán los abogados que en representación de una firma o asociación de abogados suscriban contratos de prestación de servicios profesionales a cualquier título.

LIBRO SEGUNDO.

PARTE ESPECIAL.

TITULO I.

DEBERES E INCOMPATIBILIDADES DEL ABOGADO
CAPITULO II. 

INCOMPATIBILIDADES. 

ARTÍCULO 29. INCOMPATIBILIDADES. No pueden ejercer la abogacía, aunque se hallen inscritos:

1. Los servidores públicos, aun en uso de licencia, salvo cuando deban hacerlo en función de su cargo o cuando el respectivo contrato se los permita. Pero en ningún caso los abogados contratados o vinculados podrán litigar contra la Nación, el departamento, el distrito o el municipio, según la esfera administrativa a que pertenezca la entidad o establecimiento al cual presten sus servicios, excepto en causa propia y los abogados de pobres en las actuaciones que deban adelantar en ejercicio de sus funciones.

PARÁGRAFO. Los abogados titulados e inscritos que se desempeñen como profesores de universidades oficiales podrán ejercer la profesión de la abogacía, siempre que su ejercicio no interfiera las funciones del docente. Así mismo, los miembros de las Corporaciones de elección popular, en los casos señalados en la Constitución y la ley.

1.
Planteamientos de la demanda.
Los actores presentan tres cargos contra el numeral 1º y parágrafo del artículo 29. El primero versa sobre la vulneración del derecho a la igualdad en el espacio y tiempo no laboral del abogado que es servidor público; el segundo trata sobre la afectación del debido proceso y la defensa en igualdad de trato jurídico; el último se refiere al derecho al trabajo y al ejercicio profesional. 
En el concepto de la violación se arguye que “la norma atacada es la única en toda la legislación colombiana que crea una restricción absoluta, intemporal y sin límites espaciales para el ejercicio de una profesión, arte u oficio reglamentado por la ley, lo que coloca a los abogados-servidores públicos en una condición personal más gravosa con relación a los demás servidores”
.
Dicha restricción resulta excesiva porque: i) compromete el tiempo del abogado-servidor más allá de su jornada laboral y supera las restricciones establecidas en el Código Único Disciplinario (Ley 734 de 2002, art. 34, num. 11), que consagra la dedicación de la totalidad del tiempo “reglamentario de trabajo” al desempeño de las funciones encomendadas, salvo las excepciones legales; ii) restringe las actividades del ejercicio del derecho que no implican el litigio, como “asesorar, conceptuar, estudiar, acompañar a conciliar, aconsejar” a familiares, entidades sin ánimo de lucro, o en provecho de los demás (desplazados o menesterosos) entre muchas otras; iii) invade la esfera personal del individuo en la destinación de su tiempo libre. 
En cuanto a este último aspecto esgrimen los actores que a los abogados-servidores “se les sanciona por ejercer la profesión en su tiempo particular, por prohibiciones que exceden la jornada oficial y van más allá de las atribuciones y responsabilidades oficiales, las cuales no existen para los demás empleados oficiales”
, como los administradores públicos (Ley 1006 de 2006), los ingenieros químicos (Ley 18 de 1976), los arquitectos y sus profesiones auxiliares (Ley 435 de 1998), entre muchos otros; condicionamiento del ejercicio profesional del abogado que consideran discriminatorio. 

Del tratamiento legal diferenciado para el abogado-servidor se desprende un régimen disciplinario agravado, lo que lastima su derecho a la defensa, pues “Es tan absurda la situación de no poder ejercer la profesión siendo abogado al servicio del estado, que si un funcionario lo hace para defenderse a sí mismo en la vía disciplinaria, podría ser investigado y sancionado por violentar el régimen ético laboral de la profesión toda vez que ello no equivale a litigar (judicialmente), situación última para la cual si está autorizado actuar en causa propia”
.
La excepción legal establecida en el parágrafo del art. 29 de la Ley 1123, que le permite a los docentes de las universidades oficiales ejercer la abogacía, es para los actores un “privilegio” injustificado. A su juicio la ley les otorga a estas personas “un beneficio doble y extraordinario”. Esta visión de las cosas, los lleva incluso a cuestionar la Sentencia C-1004 de 2007, en la cual se trata esta excepción. 
El cargo se extiende también al artículo 19, pues se sostiene que el Código Disciplinario del Abogado genera una “colisión de competencias” con el Código Único Disciplinario, al establecer que son destinatarios de dicha legislación, y sujetos disciplinables ante el Consejo Superior de la Judicatura, “los abogados que desempeñen funciones públicas”. Esto va en detrimento del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación para investigar a los servidores públicos, con independencia de su profesión. Esta situación “vulnera el derecho de defensa de los abogados-servidores públicos al crear una dualidad de regímenes sancionatorios en el ámbito disciplinario”
.
La restricción sometida a estudio imposibilita que el abogado-servidor público obtenga ingresos adicionales, como producto del uso su tiempo libre en las actividades propias de su profesión. Los actores lamentan que la Corte, en su interpretación del parágrafo del artículo 29, en la Sentencia C-1004 de 2007, “contribuye a estigmatizar la profesión de abogado como sinónimo de riesgo social e infractores natural (sic) de las normas jurídicas, aparte de indicar que los abogados-servidores públicos, por la sola razón de ser abogados, tienden a actuar de mala fe cuando ejercitan su profesión siendo empleados del estado.”

El anterior lamento no es coherente, pues, a renglón seguido, se sostiene que la concesión atribuida a los docentes universitarios y servidores públicos de ejercer su profesión de abogado genera una “competencia desleal respecto a los abogados particulares”
 y “una excepción desproporcionada frente a los servidores públicos en general”
, por lo que solicita que el parágrafo sea igualmente declarado inexequible. 
2. Problema jurídico.
Le corresponde al Ministerio Público determinar si la incompatibilidad para ejercer la abogacía para los abogados que se desempeñen como servidores públicos, aún por fuera de su jornada laboral, vulnera el derecho a la igualdad, el derecho al trabajo, el derecho a escoger profesión u oficio y el libre desarrollo de la personalidad de dichas personas.  
3. Consideraciones Generales. 

En el análisis del escrito de demanda se advierte la inconformidad de los actores, con la interpretación que la Corte hace en su Sentencia  C-1004 de 2007, del parágrafo del numeral 1º del artículo 29 de la Ley 1123, al no incluir a los docentes de los colegios oficiales dentro de la excepción establecida para los docentes de las universidades oficiales. Esta circunstancia, visible en la incoherencia de su discurso, los lleva a impugnar el mismo parágrafo, con argumentos que ya fueron analizados por la Corte en la referida decisión. Con este proceder se ignora la cosa juzgada relativa que pesa sobre dicha norma. 

La Corte es el intérprete autorizado de la Constitución y de las leyes, al tenor del artículo 243 superior. Sus decisiones hacen tránsito a cosa juzgada absoluta, cuando son de inexequibilidad, y a cosa juzgada relativa cuando son de exequibilidad o exequibilidad condicionada. La reiteración de la ratio decidendi en la parte motiva de sus providencias, configura un precedente constitucional con fuerza vinculante para todos los operadores jurídicos. En palabras de la Corte: 
“Relevante es reconocer el alcance que la Corte le da a tales aspectos de la parte motiva de los fallos de constitucionalidad, que al ser definidos como cosa juzgada implícita, están incluidos necesariamente en el concepto de cosa juzgada constitucional del artículo 243 de la Carta y resultan entonces, obligatorios para las autoridades y particulares en los términos previamente descritos.”
 
La Corte, en repetidas oportunidades, ha estudiado la constitucionalidad de los límites al ejercicio de la abogacía, en especial los establecidos para profesionales que eligen de manera libre desempeñarse como servidores públicos. Aunque el numeral 1º, impugnado por los actores bajo los cargos señalados, no ha sido objeto de decisión, la Corte ha fijado una línea de interpretación al respecto, la cual se constituye en un precedente constitucional con valor vinculante frente a todos los operadores jurídicos y sus propias decisiones futuras.

3.1. La ratio decidendi en la interpretación de la competencia del legislador para regular el régimen de inhabilidades e incompatibilidades de las profesiones u oficios.
Sobre el tema en estudio existen dos importantes precedentes: i) la Sentencia C-658 de 1996, en la que se decide la constitucionalidad del numeral 1º del artículo 39 del Decreto 196 de 1971, antes de que fuera reformado por la Ley 583 de 2000; y ii) la Sentencia C-1004 de 2007, en la que se decide la constitucionalidad del parágrafo del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007. En la ratio decidendi de las mencionadas providencias, la regla de interpretación construida por el alto tribunal tiene soportes argumentativos, a saber: 
Uno: el legislador ostenta una amplia libertad de configuración para regular las profesiones u oficios y el ejercicio de la función pública, así como el control y vigilancia de sus servidores, al tenor de los artículos 123 y 124 de la Carta. Por ello, el legislador es competente para establecer el régimen de incompatibilidades e inhabilidades de los servidores públicos. Esta facultad, en cuanto tiene que ver con el ejercicio de las profesiones u oficios, posee un claro sustento constitucional, lo cual no es óbice para ella deba realizarse con arreglo a ciertos principios como los de razonabilidad, proporcionalidad y necesidad de la restricción, en relación al fin constitucionalmente legítimo. Pues, como lo dice la Corte:
 “(...) ello no significa que la ley pueda regular de cualquier manera las profesiones o tenga la potestad de establecer cualquier tipo de incompatibilidad, ya que esta Corporación ha señalado, en múltiples oportunidades, que el Legislador debe desarrollar estas facultades de manera razonable. Así, la Corte ha dicho que las regulaciones de las profesiones "son legítimas constitucionalmente si se fundamentan de manera  razonable en el control de un riesgo social, y no se traducen en una restricción desproporcionada o inequitativa del libre ejercicio de las actividades profesionales o laborales
". Igualmente, esta Corporación ha señalado que la tarea legislativa de fijación de inhabilidades o de incompatibilidades no puede ejercerse de tal manera que se violen los derechos constitucionales de las personas o se consagre una regulación excesiva, innecesaria e irrazonable
. 

Dos: las prohibiciones buscan proteger un cúmulo de principios y derechos constitucionales. Se busca la transparencia del ejercicio profesional de los abogados, evitando la interferencia del poder o autoridad que conlleva la condición de servidor público y, de manera paralela, se protege la función pública, pues el único interés del servidor es el público. Así lo reconoce la Corte, al decir: 
“De un lado, se busca transparencia en el ejercicio profesional, pues el ordinal acusado evita que un servidor público utilice los poderes derivados de su cargo en su ejercicio profesional, con lo cual se controlan ciertos riesgos sociales ligados a la profesión de abogado (CP art. 26) y, además, se logra una mayor igualdad entre los litigantes y los justiciables, ya que se impide que la función pública se traduzca en tratos discriminatorios entre las personas (CP art. 13).  De otro lado, el artículo protege la función pública, pues garantiza su moralidad, imparcialidad y eficacia (CP art. 209) ya que asegura que el empleado oficial se dedique esencialmente al cumplimiento de los deberes de su cargo, en la medida en que impide que la satisfacción de intereses particulares por parte del funcionario obstaculice el cumplimiento de las labores de interés general que le han sido encomendadas.”Sentencia C-658 de 1996. 

Tres: la incompatibilidad que restringe el ejercicio de la abogacía a los servidores públicos, a juicio de la Corte, es razonable y adecuada a los fines constitucionales que persigue. Y lo es porque de la sujeción a la función pública, que es propia del servidor público, se deriva un conjunto de cargas, que son conocidas y aceptadas de manera libre por las personas que asumen esa condición. Para la Corte, la incompatibilidad:
“(…) no desconoce el libre desarrollo de la personalidad (CP art. 16) ya que es la propia persona quien decide ingresar al servicio público y, por ende, debe asumir las cargas que de éste derivan, pues nadie es obligado a entrar a ejercer funciones públicas. En tales condiciones, lo que resulta inadmisible es que una persona asuma una función pública -que es de interés general (CP art. 209)- pero pretenda eludir los deberes que derivan del cargo, pues no se puede olvidar que la función pública se ejerce en beneficio de la comunidad, de lo público, de un interés que va más allá del interés individual del empleado oficial. Eso explica, tal y como lo ha señalado esta Corporación, la especial sujeción de los servidores públicos frente al Estado, como la propia Carta lo estipula al estatuir que ellos son responsables no sólo por violar la Constitución y la ley sino también por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (CP art. 6º)
. Esta especial sujeción deriva del interés general que es consustancial al ejercicio de las funciones públicas (CP. art. 2º, 123  209) y se manifiesta también en cargas concretas que les impone la Constitución, como la obligación de declarar el monto de bienes y rentas (CP. art. 122) o la imposibilidad de celebrar contratos con entidades que manejen recursos públicos. De la misma forma, se prohíbe que un funcionario desempeñe más de un cargo público o derive más de una  asignación que provenga del Estado o respecto de las cuales éste posea parte mayoritaria (CP. art. 128). Finalmente, la Constitución establece que la ley deberá determinar la responsabilidad específica del servidor público y la manera de hacerla efectiva (CP art. 124)
. Por ende, si la persona decide asumir voluntariamente una función pública, está obligada a  aceptar las exigencias particulares  que ésta impone.  La Corte Suprema de Justicia, cuando ejercía la guarda de la Constitución, ya había destacado esa especial sujeción del empleado público que los ciudadanos asumían libremente. Así, esa Corporación señaló unos criterios que esta Corte Constitucional prohíja:  

"Quien decida asumir una función pública, se acoge al régimen estatutario constitucional  y legal del funcionario y se somete a sus mandatos, siendo libre de hacerlo o de abstenerse, pero no de sustraerse de ellos una vez adquiera el estatus de funcionario público. Pues la función pública supone no sólo la tutela implícita a la libertad  del trabajo y de escogencia de actividad, de oficio o de profesión, sino también la fundamental y explícita de garantía de imparcialidad, decoro, dignidad, probidad, aptitud, capacidad e idoneidad de los funcionarios que el Estado le debe a sus gobernados"
. 

Para salvar cualquier duda, merece la pena seguir el discurso de la Corte en cuanto atañe a la libertad de escoger profesión u oficio y al el derecho al trabajo, cuyo texto es:
“7- Conforme a lo anterior, la Corte tampoco considera que haya ninguna violación a la libertad de escoger profesión u oficio (CP art. 26), ni a la especial protección al trabajo (CP arts. 25, 52 y 53), pues es la persona quien decide libremente asumir un función pública con pleno conocimiento de las exigencias que de ella derivan. Así, en las hipótesis planteadas por el demandante, la persona, con conocimiento de causa, decide desempeñar una actividad como educador de primaria, secundaria y media vocacional del Estado, pero al escoger esa actividad, debe sujetarse a las regulaciones del ordenamiento jurídico vigente en la materia. (..) Además, como ya se mostró, la norma acusada constituye una regulación del ejercicio de la profesión de abogado con claro sustento constitucional, ya que de esa manera se pretende proteger la moralidad, eficacia y transparencia de la función pública (CP art. 209).” 

En suma, la prohibición de ejercer la abogacía a los abogados que detenten la calidad de servidores-públicos, obedece al cumplimiento de los fines del estado y a la necesidad de rodear a la función pública de las condiciones adecuadas para que sus funcionarios actúen conforme a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (art. 209 superior). Dicha restricción resulta adecuada, razonable y proporcional a los fines planteados y, por tanto, necesaria para el cumplimiento de los propósitos constitucionales. Así las cosas, la medida impuesta por el legislador a los abogados al servicio del Estado, no resulta transgresora de ninguno de los derechos o libertades relacionados en los cargos de la demanda
El parágrafo del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007, declarado exequible por la Corte mediante la Sentencia C-1004 de 2007 y la ratio decidendi reiterada por dicha Corporación, configuran una cosa juzgada constitucional que no da lugar a  un nuevo estudio de fondo. A esta conclusión se arriba por tres razones: i) porque los cargos de la demanda resultan similares; ii) porque no se ha producido una reforma constitucional que modifique el parámetro de juzgamiento constitucional, al cual fue sometida la norma en el momento de su estudio por el alto tribunal; iii) porque no ha habido cambios normativos o fácticos que introduzcan nuevos aspectos al debate ya dado. 
Por las anteriores razones, los cargos dirigidos a cuestionar la autorización legal de ejercer la abogacía, de que gozan los servidores que detenten la doble condición de abogado y de docente universitario vinculado a universidades oficiales, mediante cualquiera de sus formas de contratación, no son procedentes, en la medida en que pretenden desconocer un precedente constitucional, sin tener el soporte fáctico y normativo requeridos para ello.  

En consecuencia, el Ministerio Público solicitará a la Corte inhibirse de emitir pronunciamiento de fondo en cuanto a la constitucionalidad del parágrafo del numeral 1º del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007, y declarar ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-1004 de 2007. 

3.2. Vinculatoriedad del precedente en la interpretación constitucional del numeral 1º del artículo 29 de la Ley 1123.
En relación al numeral 1º del artículo 29, la claridad con la que la Corte determinó la interpretación que debía darse al precepto, ahora impugnado, es tal, que no hay alternativa diferente a la de aceptar que la Corte ya construyó una línea de interpretación específica, respecto de la  incompatibilidad de los abogados-servidores públicos para ejercer la abogacía, bajo la nueva redacción legislativa.
En la Sentencia C-1004 de 2007 la Corte señaló expresamente: 
“Lo establecido en el numeral primero del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007, cumple varios propósitos pero se orienta, en particular, a asegurar la dedicación exclusiva de los servidores públicos al ejercicio de sus funciones, lo que concuerda con lo dispuesto, en el numeral 11 del articulo 34 del Código Disciplinario Único de conformidad con el cual es deber de los servidores públicos “[d]edicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones encomendadas, salvo las excepciones legales.” De este modo, se restringe el ejercicio privado de la profesión bajo la aplicación del principio de eficacia pero también en consideración de los principios de neutralidad e imparcialidad en el sentido de asegurar la dedicación exclusiva de los servidores públicos al ejercicio de sus funciones y, por otro lado, impedir que los servidores públicos profesionales de la abogacía - que estén debidamente inscritos - incurran en situaciones que puedan originar conflictos de intereses”
.
La restricción al ejercicio profesional de la abogacía, en el evento anotado, busca garantizar la dedicación exclusiva del funcionario al servicio del Estado, y actuar como medida preventiva de potenciales conflictos de competencia. El Ministerio Público entiende que la labor desempeñada por los abogados al servicio del Estado, compromete la estructura misma del funcionamiento de lo público, en lo cual la inteligencia y vocación de los servidores públicos debe estar volcada exclusivamente al servicio del bien común. La alta confianza depositada en los servidores públicos, reflejada en sus altas responsabilidades, apareja un posicionamiento social signado por el manto de la autoridad estatal, de altísimas consecuencias en la relación de éste con los particulares. 

Por tanto, esta Vista Fiscal considera que no resulta constitucional, ni conveniente, ni apropiado, que el servidor durante la jornada laboral se envista de la dignidad de Juez, Procurador, Fiscal, Secretario de despacho judicial, Ministro, asesor del Presidente, Notificador, por solo mencionar algunos de sus posibles cargos, y en sus ratos libres, asuma la tarea de consultor, asesor o apoderado de particulares, pues esa situación genera un inevitable conflicto entre el interés público y el interés particular. Los actores presenta la hipótesis generosa de abogados que ocupan su tiempo libre en asesorar a familiares, amigos o personas en debilidad manifiesta, pero olvidan que, en su condición de servidores, gozan de acceso a información privilegiada y valiosa, de autoridad o de poder, y que su conducta involucra un claro conflicto de intereses, que pone en riesgo el interés público. 
No es que el Legislador, la Corte o el Ministerio Público desconfíen de la buena fe de los abogados. Esa buena fe es reconocida al punto de que el Estado les confía el ser servidores públicos, pero esa confianza tiene una carga, pues el Estado debe prevenir situaciones que pongan en peligro los principios que orientan su funcionamiento y, en especial, mantener incólume la confianza legítima con la que la sociedad asume su autoridad. Para ello debe procurar un entorno de máxima transparencia en su gestión, y por supuesto, en su actuación cotidiana, la cual realiza por medio de la tarea de los servidores públicos. En consecuencia, el Ministerio Público le solicitará a la Corte que declare EXEQUIBLE el numeral 1º del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007. 

3.3. Ineptitud sustancial de la demanda por ausencia de cargo contra la palabra “públicas” contenida en el artículo 19 de la Ley 1123.
En relación con el supuesto conflicto de competencia que propicia el artículo 19 de la Ley sometida a estudio, al destinar como sujetos procesales del régimen disciplinario de los abogados a los que además “desempeñen funciones públicas”, el cargo correspondiente no satisface los requisitos de suficiencia y amplitud. 

Los actores se limitan a afirmar que el artículo en cuestión inhibe el poder preferente de la Procuraduría. No obstante, no se especifica de qué manera el Consejo Superior de la Judicatura (Art. 3 de la Ley 734 de 2002), siendo el juez natural del profesional del derecho que, bajo el ejercicio de la abogacía, incurra en cualquier vulneración del régimen disciplinario de su profesión, consagrada en el Código disciplinario del Abogado, entra en conflicto con la Procuraduría General de la Nación. 

La Procuraduría General de la Nación es el ente competente para investigar y sancionar disciplinariamente a los servidores públicos, salvo a los aforados, con independencia de su profesión u oficio, en la medida que detentando tal calidad vulneren el Código Único Disciplinario, mediante el ejercicio del poder preferente disciplinario conferido por mandato constitucional (art. 277-6 superior). 
Los actores no explicitan en forma amplia el cargo de la violación, pues de la mera existencia de los dos regímenes, que tiene un punto de contacto en la conducta de abogado-servidor público, no se puede inferir que haya conflicto o desplazamiento de una o de otra autoridad. No sobra recordar que es la calidad en la que actúa el sujeto, la que determina el régimen disciplinario que le rige y la autoridad competente para investigarlo y, si es del caso, sancionarlo. La condición de servidor público prevalece frente a la formación profesional, en atención al principio del poder disciplinario preferente a cargo de la Procuraduría General de la Nación. En consecuencia, ante la ineptitud sustancial de la demanda en cuanto atañe 
al artículo 19 de la Ley 1123, el Ministerio Público le solicita a la Corte INHIBIRSE de emitir pronunciamiento de fondo. 

4. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a esa Corporación:
-Declarar ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-1004 de 2007 que declaró EXEQUIBLE el parágrafo del numeral 1º del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007.  
-Declarar EXEQUIBLE el numeral 1º del artículo 29 de la Ley 1123 de 2007 por los cargos de la demanda.  

-INHIBIRSE de emitir  pronunciamiento de fondo en cuanto a la palabra “públicas” contenida en el inciso del artículo 19 de la Ley 1123 de 2007 por ineptitud sustancial de la demanda. 
Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
LJMO/MLRP
� Escrito de la demanda, folio 2. 


� Escrito de la demanda, folio 5. 





� Escrito de la demanda, folio 4. 





� Escrito de la demanda, folio 5. 


� Escrito de la demanda, folio 9. 


� Escrito de la demanda, folio 8. 





� Escrito de la demanda, folio 9. 








� Sentencia T-292 de 2006, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. En relación al concepto de precedente constitucional también se destacan las Sentencias C-688 de 2002, C-1216 de 2001, C-1260 de 2001, C-1063 de 2008, entre muchas otras.


�Sentencia C-226/94. M.P. Alejandro Martínez Caballero, reiterado en la sentencia C-069/96.


�Ver, entre otras, Sentencias C-537 de 1993, M.P. Hernando Herrera Vergara y C-373/95. M.P Carlos Gaviria Díaz.


�Ver, entre otras, las sentencias C-345/95, C-244/96 y C-284/96.


�Ver sentencia C-284/96. MP Alejandro Martínez Caballero. Fundamento jurídico No 8.


�Sentencia del 12 de agosto de 1982 y con ponencia del Magistrado Manuel Gaona Cruz,


� Corte Constitucional, Sentencia C-1004 de 2007. 
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